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INTRODUCCIÓN
 

Propósito de esta Guía Legal

La pérdida y el desperdicio de alimentos es uno de los mayores desafíos del sistema alimentario que enfrentamos hoy en 
día. Se estima que un tercio de los alimentos producidos a nivel mundial acaba perdiéndose o desperdiciándose a lo largo de 
la cadena de suministro;1 esto equivale aproximadamente a 1,300 millones de toneladas de alimentos cada año que terminan 
en el vertedero.2 La pérdida o el desperdicio de alimentos ocurre en cada etapa del sistema alimentario: los alimentos se 
pierden durante la cosecha inicial debido a los bajos precios del mercado, también a causa de los altos costos de la mano 
de obra y la demanda de productos de aspecto perfecto; las tiendas de comestibles y los restaurantes que sobreestiman la 
demanda de los clientes desperdician los alimentos; y los consumidores que usan prácticas ineficientes de compra y de 
cocina y no comprenden claramente las etiquetas con las fechas también desperdician los alimentos.3

Estos comportamientos tienen importantes consecuencias medioambientales, económicas y sociales: los alimentos que 
acaban perdiéndose o desperdiciándose suponen una enorme huella de carbono de 3.3 gigatoneladas,4 ya que utilizan 
aproximadamente el 28% de las tierras agrícolas5 y son responsables del 8%, es decir, 70,000 millones de toneladas, de 
las emisiones totales de gases de efecto invernadero a nivel global.6 En conjunto, este daño cuesta aproximadamente 
$940,000 millones por año.7 Mientras tanto, más de 820 millones de personas padecen desnutrición y una de cada nueve 
sufre inseguridad alimentaria. 8 La comunidad internacional ha tratado de resolver esta paradoja y promover la reducción 
del desperdicio de alimentos, especialmente en el marco de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y el Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 12.3.9

En muchos países, la donación de alimentos ha surgido como una solución ampliamente difundida y lógica para redirigir 
el excedente de alimentos seguros destinados a los vertederos a las manos de quienes más los necesitan. La mayoría de las 
donaciones de alimentos se facilitan a través de los bancos de alimentos u otras organizaciones benéficas no gubernamentales 
que recuperan el excedente de alimentos saludables y los redirigen a los organismos locales beneficiarios (como comedores 
de beneficencia, refugios y despensas comunitarias) para alimentar a las personas que perciben bajos ingresos y padecen 
inseguridad alimentaria. Frente al aumento de la inseguridad alimentaria, y la pérdida y el desperdicio de alimentos, han 
surgido en todo el mundo nuevos e innovadores modelos de recuperación de alimentos. 

Sin embargo, existe incertidumbre en torno a las leyes y reglamentos más pertinentes para la donación de alimentos. Para 
ayudar a abordar las cuestiones más apremiantes, la Clínica de Leyes y Políticas Alimentarias (FLPC) de la Facultad de 
Derecho de Harvard y la Red Mundial de Bancos de Alimentos (GFN) se han asociado para crear el proyecto Atlas de Políticas 
Globales de Donación de Alimentos.10 Esta innovadora alianza trazará el mapa de las leyes y políticas que tendrán impacto 
sobre las donaciones en 15 países durante el transcurso de dos años. El proyecto tiene por objetivo: identificar y explicar 
las leyes nacionales relativas a la donación de alimentos, analizar las barreras jurídicas más comunes para promover una 
mayor donación de alimentos y compartir las mejores prácticas y recomendaciones para superar esas barreras.

Esta Guía Legal se centra en Colombia, donde más de un tercio de los alimentos que se producen, es decir, 9.76 millones 
de toneladas,11 se pierden o se desperdician cada año,12 y se estima que el 54.2% de la población ya sufría inseguridad 
alimentaria antes de la pandemia del nuevo coronavirus (COVID-19).13 La FLPC y la GFN, en colaboración con sus socios de 
Colombia,14 desarrollaron este recurso para ayudar a los donantes de alimentos, bancos de alimentos y otros intermediarios 
(en adelante denominados colectivamente "organizaciones de recuperación de alimentos") a comprender los marcos 
jurídicos pertinentes que tienen impacto sobre los esfuerzos de lucha contra el desperdicio y de donación de alimentos. Esta 
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EL PROYECTO TIENE POR OBJETIVO: IDENTIFICAR Y EXPLICAR LAS LEYES NACIONALES 
RELATIVAS A LA DONACIÓN DE ALIMENTOS, ANALIZAR LAS BARRERAS JURÍDICAS MÁS 
COMUNES PARA PROMOVER UNA MAYOR DONACIÓN DE ALIMENTOS Y COMPARTIR LAS 
MEJORES PRÁCTICAS Y RECOMENDACIONES PARA SUPERAR ESAS BARRERAS.



Guía Legal también sirve como un recurso para aquellos en otros países que buscan informar sus propias leyes y políticas 
de donación de alimentos. 

Después de exponer los comentarios iniciales acerca de la pérdida y recuperación de alimentos en Colombia, esta Guía 
ofrece un panorama general de los marcos jurídicos más pertinentes para la donación de alimentos a nivel nacional y 
local. Las secciones siguientes analizan más detenidamente las leyes generalmente aplicables a la donación de alimentos: 
leyes y reglamentos de seguridad alimentaria, leyes de etiquetado de fechas para los alimentos, leyes de protección del 
"buen samaritano" o frente a la responsabilidad civil, incentivos fiscales para la donación de alimentos y/o desincentivos de 
políticas fiscales y leyes de desviación de desperdicios que penalizan el desperdicio de alimentos o exigen la recuperación 
de los alimentos. El grado de desarrollo y posterior implementación de estos marcos jurídicos por parte de Colombia puede 
variar en comparación con otros países. 

Estado de inseguridad alimentaria, pérdida, desperdicio y 
recuperación de alimentos en Colombia
Las políticas que fomentan la donación de alimentos adquieren otra importancia cuando un país se enfrenta a problemas 
de desperdicio de alimentos y a su vez de inseguridad alimentaria, entre otros desafíos socioeconómicos mayores. Este 
es el caso de Colombia, que a pesar de tener una de las tasas de crecimiento económico más altas de América Latina, está 
experimentando inestabilidad económica y creciente inseguridad alimentaria. Los aumentos periódicos de la inflación y 
la presión sobre los precios de los alimentos, por ejemplo, han socavado la seguridad alimentaria de los colombianos, con 
el 22% de la población en situación de inseguridad alimentaria de moderada a grave ya antes de la pandemia de COVID-
19.15 El aumento de las tasas de desempleo ha provocado disturbios sociales e incertidumbre económica dentro de la clase 
media vulnerable.16 Las personas en riesgo de desempleo han expresado su preocupación por caer por debajo del umbral 
de pobreza, donde el 17.5% de la población ya vivía en 2019.17

Estas condiciones solo han empeorado tras el brote de COVID-19 en 2020. Si bien el impacto total de la pandemia sigue siendo 
desconocido, Colombia ha reportado el surgimiento de pobreza y hambre extrema, especialmente entre las comunidades 
más rurales y aisladas.18 En este sentido, Colombia no es el único caso: el Programa Mundial de Alimentos (PMA) de las 
Naciones Unidas estimó que los impactos socioeconómicos de la pandemia de COVID-19 en América Latina y el Caribe 
llevarían a 14 millones de personas a un estado de inseguridad alimentaria severa para finales de 2020.19

Antes de la pandemia, Colombia había demostrado ser consciente del problema del hambre y la inseguridad alimentaria 
de la población y había emprendido iniciativas para mejorar estas condiciones. Por ejemplo, en 2007, varios organismos 
ejecutivos colaboraron para desarrollar el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (PNSAN) para informar 
las acciones de 2012-19.20 En 2009, Colombia adoptó la Ley 1355 para abordar la obesidad como tema de salud pública.21 Ese 
mismo año, Colombia creó la Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional (CISAN) para desarrollar una 
estrategia integral para combatir la malnutrición y la inseguridad alimentaria.22

Estos esfuerzos también tenían como objetivo reducir la doble carga de la malnutrición, o la coexistencia del sobrepeso 
y la obesidad con las deficiencias nutricionales que conducen a la emaciación o al retraso del crecimiento.23 Los niños y 
adolescentes son los más directamente afectados, pero este riesgo para la salud de la población tiene implicaciones sociales 
más amplias. Los costos económicos mensurables de la malnutrición, por ejemplo, representan aproximadamente el 11% 
del producto interior bruto (PIB) de Colombia.24
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SI BIEN SE DESCONOCE EL IMPACTO TOTAL DE LA PANDEMIA, COLOMBIA HA REGISTRADO 
AUMENTO DE LA POBREZA Y DEL HAMBRE EXTREMA, ESPECIALMENTE ENTRE LAS 

COMUNIDADES MÁS RURALES Y AISLADAS.



Colombia en números 

Población
49,085,000

Prevalencia de Inseguridad Alimentaria 
grave
N/D

Clasificación del Banco 
Mundial
Renta media-alta

Edad Media
31.2

Índice de Seguridad Alimentaria 
Mundial 69.4

Índice de Desarrollo Humano 
0.761

PIB
US$323.8 mil millones 
(billion)

Índice GINI
50.4

Estimaciones de FLW 
(pérdida y desperdicio de 
alimentos)
9.76 millones de toneladas

Índice de Pobreza 
(umbrales nacionales de 
pobreza) 27%

Índice de Sostenibilidad Alimentaria
71.2

	 Fuente: Red Mundial de Bancos de Alimentos, octubre de 2020.

Si bien el gobierno ha mostrado su compromiso con mejorar el acceso a alimentos saludables entre los consumidores, 
también ha tomado medidas para mejorar la sostenibilidad del sistema alimentario. Un estudio de 2016 publicado por el 
Departamento Nacional de Planeación del gobierno de Colombia reveló que se pierden más de 6 millones de toneladas 
de alimentos en las etapas de producción, procesamiento y distribución, aproximadamente un 40% de los cuales son 
frutas y verduras.25 Otros 3.54 millones de toneladas de alimentos se desperdician en el comercio minorista o entre los 
consumidores.26 Al igual que en otros países de América Latina, la mayor parte de esta pérdida y desperdicio de alimentos 
se produce debido a la falta de certificación, normas de control de calidad, infraestructura adecuada y capacitación del 
personal; sistemas de gestión, transporte, distribución y almacenamiento ineficientes o inadecuados; y materiales y 
prácticas de envasado inapropiados.27

Reconociendo que estos altos índices de pérdida y desperdicio de alimentos son preocupantes dada la prevalencia de la 
inseguridad alimentaria y la pobreza entre la población colombiana, el gobierno federal complementó los esfuerzos para 
mitigar el hambre y la pobreza con nuevas iniciativas que promueven una mayor recuperación y donación de alimentos.28 
En agosto de 2019, Colombia adoptó la Ley 1990, que estableció la Política Contra la Pérdida y el Desperdicio de Alimentos.29 
La Ley promueve la donación de alimentos como una solución importante para la seguridad alimentaria y nutricional. 
También introdujo medidas para reducir la pérdida y el desperdicio de alimentos en todos los niveles de la cadena de 
suministro.30 Las disposiciones específicas de la Ley 1990 relativas a la donación de alimentos se analizan más adelante en 
esta Guía. 

En virtud de la Ley 1990, se delegó a la CISAN la tarea de crear normas que establezcan el diseño y la aplicación de la 
Política para finales de 2020.31 Como se ha mencionado anteriormente, la CISAN es el principal vehículo para combatir 
la inseguridad alimentaria y la malnutrición en Colombia. Está integrada por varios organismos acreditados, entre ellos 
representantes del Ministerio de Salud y Protección Social (MSPS), el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) 
y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, entre otros.32
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EN AGOSTO DE 2019, COLOMBIA ADOPTÓ LA LEY 1990, QUE ESTABLECIÓ LA POLÍTICA 
CONTRA LA PÉRDIDA Y EL DESPERDICIO DE ALIMENTOS. LA LEY PROMUEVE LA DONACIÓN 
DE ALIMENTOS COMO UNA SOLUCIÓN IMPORTANTE PARA LA SEGURIDAD ALIMENTARIA Y 
NUTRICIONAL. TAMBIÉN INTRODUJO MEDIDAS PARA REDUCIR LA PÉRDIDA Y EL DESPERDICIO 
DE ALIMENTOS EN TODOS LOS NIVELES DE LA CADENA DE SUMINISTRO.



A la fecha de redacción del presente informe, la CISAN aún no había publicado las normas. La directiva de la Ley 1990 marca 
la primera vez que se encomienda a la CISAN un mandato normativo, y el alcance de la autoridad legal de la CISAN para 
desarrollar, aplicar y hacer cumplir la normativa sigue siendo incierto. 

Además de desarrollar una legislación nacional sobre la donación de alimentos, el gobierno colombiano ha promovido 
asociaciones con múltiples partes interesadas centradas en la prevención y mitigación de la pérdida y el desperdicio de 
alimentos a nivel local, nacional y regional. En octubre de 2019, Colombia fue sede de la primera cumbre latinoamericana 
sobre pérdida y desperdicio de alimentos, con el apoyo de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura y el Banco Interamericano de Desarrollo, entre otros.33 La cumbre destacó los esfuerzos de Colombia por reducir 
a la mitad la pérdida y el desperdicio de alimentos para 2030, en consonancia con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 12.3.34 
También proporcionó una plataforma desde la que debatir los desafíos regionales en materia de reducción de la pérdida y 
el desperdicio de alimentos y destacar algunos avances legislativos y normativos emergentes en América Latina.  

La Cumbre contó con organizaciones de recuperación de alimentos que han apoyado durante mucho tiempo las iniciativas 
gubernamentales de reducir el desperdicio de alimentos y la inseguridad alimentaria. La Asociación de Bancos de 
Alimentos de Colombia (ABACO), por ejemplo, ha rescatado apróximadamente 25,089 toneladas de alimentos para 650,054 
beneficiarios de todo el país. 35 La ABACO trabaja con más de 3,000 donantes y organizaciones, creando alianzas entre los 
sectores público y agrícola, industrial, minorista y gastronómico para mejorar la seguridad alimentaria y nacional en 
Colombia. 36 Por ejemplo, el programa de Gestión de Merma Sostenible y el programa de Logística de Devoluciones de la 
ABACO apoyan la recolección del excedente de alimentos entre los actores de la industria alimentaria.37

A medida que Colombia busca reducir la pérdida y el desperdicio de alimentos y mitigar la inseguridad alimentaria, los 
actores relevantes deben reconocer y comprender las leyes que se aplican a la donación de alimentos. Las secciones 
restantes de esta Guía Legal proporcionan un panorama general del marco jurídico para la donación de alimentos en 
Colombia y abordan las cuestiones que muy probablemente surjan para los donantes de alimentos, las organizaciones de 
recuperación de alimentos, los encargados de la formulación de políticas y otras partes interesadas. 

PANORAMA GENERAL DEL MARCO 
JURÍDICO PERTINENTE EN COLOMBIA 
La Constitución Colombiana establece un país de derecho civil en el que la Constitución sirve como fuente primaria de derecho 
y el sistema jurídico se basa principalmente en leyes escritas más que en la jurisprudencia del derecho consuetudinario.  
38 Colombia está organizada como una república unitaria y descentralizada, con el poder político dividido entre un poder 
judicial, un poder ejecutivo (presidente y vicepresidente) y un poder legislativo bicameral (Congreso) que conforman 
el gobierno central.39 Con su autoridad legislativa, el gobierno central introduce proyectos de ley para la aprobación del 
Congreso, que finalmente se convierten en ley a través de la firma del presidente.40 El poder ejecutivo también incluye 16 
ministerios y organismos administrativos, cada uno dedicado a la implementación y supervisión de un área normativa 
diferente. Los departamentos (o estados) de Colombia y los distritos y municipios locales ubicados en ellos, no tienen 
autoridad legislativa o judicial. Sin embargo, los funcionarios electos, como los diputados y los concejales, tienen la facultad 
para dictar normas vinculantes en sus respectivas jurisdicciones, de conformidad con las leyes y políticas nacionales.41

Dentro de esta estructura política, el gobierno central tiene la facultad para establecer leyes y políticas relacionadas con la 
pérdida, el desperdicio y la donación de alimentos, de acuerdo con la Constitución. La Constitución Colombiana reconoce 
formalmente el derecho humano a una alimentación adecuada y a la protección de la salud. Por lo tanto, sienta las bases de 
un marco jurídico integral que promueva la donación de alimentos.42 Estos derechos se reflejan en las leyes nacionales de 
inocuidad de los alimentos, la recientemente aprobada Ley 1990 y otras leyes pertinentes para el rescate y la recuperación 
de alimentos. 
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Ley 9 de 1979 
En el año 1979, el presidente de Colombia promulgó la Ley 9 de 1979, que es la ley nacional para la protección de la salud 
humana, y contiene normas relacionadas con la salud humana, la seguridad alimentaria, la acuicultura y el medio ambiente. 
43 La Ley 9 fue adoptada de conformidad con el artículo 78 de la Constitución Colombiana, que establece que el Congreso 
“regule el control de la calidad de los bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad.”44 El Título V de la Ley 9 
establece normas específicas de seguridad en materia de transporte, fabricación, venta, etiquetado y envasado de alimentos, 
confiriendo autoridad normativa al MSPS.45

De conformidad con esta facultad, el MSPS adoptó la Resolución 2674 en 2013, que desarrolla los requisitos sanitarios 
aplicables a las personas y entidades dedicadas al almacenamiento, distribución, transporte, comercialización y 
manipulación de alimentos.46 La normativa ofrece orientaciones específicas para evitar la adulteración y la contaminación, 
y procesos para garantizar que todos los alimentos vendidos sean seguros para el consumo humano.47 Por ejemplo, el 
decreto establece principios de "Buenas Prácticas de Fabricación" que se aplican a las instalaciones, equipos y personal de 
manipulación de alimentos.48 La normativa no menciona específicamente la donación de alimentos, los bancos de alimentos 
ni la entrega gratuita de alimentos. Sin embargo, como los bancos de alimentos realizan actividades sujetas a la Resolución, 
la ABACO y sus bancos miembros cumplen con las medidas de control de calidad y seguridad enumeradas.49

La responsabilidad de garantizar el cumplimiento de estas y otras normas de seguridad alimentaria se delega en el 
Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (INVIMA), dependiente del MSPS.50 El INVIMA está facultado 
para garantizar el cumplimiento de las medidas de inocuidad alimentaria establecidas en la Resolución 2674/2013 y 
para supervisar la evaluación de riesgos.51 El Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), que depende del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), supervisa la seguridad alimentaria y la inspección con respecto a las importaciones 
y exportaciones de alimentos.52 Las autoridades estatales y regionales, como los departamentos de salud locales, tienen 
autoridad delegada para controlar la aplicación de las leyes nacionales de inocuidad de los alimentos dentro de sus 
jurisdicciones locales.53

Ley 1990 de 2019 
En agosto de 2019, Colombia promulgó la Ley 1990 para crear la Política contra la Pérdida y el Desperdicio de Alimentos, 
promover sistemas alimentarios más sostenibles y mejorar la seguridad alimentaria y nutricional de la población 
colombiana.54 El capítulo 1 establece las disposiciones generales de la Ley (reducir la pérdida y el desperdicio de alimentos 
mediante la formación y movilización de productores, procesadores, distribuidores y consumidores para gestionar 
adecuadamente los alimentos en la cadena de suministro) y el extenso ámbito de aplicación de la Ley, que incluye a todas las 
personas físicas o jurídicas, indirecta o directamente relacionadas con el sector alimentario, con actividad en Colombia.55 
La Ley 1990 también establece una jerarquía de pérdida y desperdicio de alimentos, con el objetivo principal de reducir 
la pérdida y el desperdicio de alimentos, y en segundo lugar recuperar y redistribuir el excedente de alimentos seguros 
para el consumo humano.56 Las prioridades posteriores incluyen el uso del excedente para residuos orgánicos o energía 
renovable, a lo que sigue la recuperación del excedente para alimentación animal.57 La Ley no establece si existen sanciones 
por no respetar esta jerarquía ni ofrece incentivos claros para su cumplimiento. 
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EL TÍTULO V DE LA LEY 9 ESTABLECE NORMAS ESPECÍFICAS DE SEGURIDAD EN MATERIA DE 
TRANSPORTE, FABRICACIÓN, VENTA, ETIQUETADO Y ENVASADO DE ALIMENTOS, OTORGANDO 

AUTORIDAD NORMATIVA AL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL.

LA LEY 1990 TAMBIÉN ESTABLECE UNA JERARQUÍA DE PÉRDIDA Y DESPERDICIO DE 
ALIMENTOS, CON EL OBJETIVO PRINCIPAL DE REDUCIR LA PÉRDIDA Y EL DESPERDICIO 
DE ALIMENTOS Y EN SEGUNDO LUGAR RECUPERAR Y REDISTRIBUIR EL EXCEDENTE DE 

ALIMENTOS SEGUROS PARA EL CONSUMO HUMANO.  



Si bien el gobierno no había finalizado el diseño específico y la correspondiente implementación de la Política contra la 
Pérdida y el Desperdicio de Alimentos al momento de redactar este informe, el Capítulo II de la Ley proporciona más 
detalles sobre los principales objetivos de la Política. El artículo 6 explica que una función crucial de la política es formular 
propuestas y comentarios sobre la creación de un fondo para apoyar la donación gratuita de alimentos, bienes y servicios, 
así como proyectos innovadores destinados a limitar el desperdicio.58 También convoca a la CISAN a desarrollar campañas 
de información y concientización sobre el uso de recursos de recuperación y donación de alimentos. Se concedió a la CISAN 
el plazo de seis meses a partir de la promulgación de la Ley para diseñar y aplicar la política para alcanzar estos y otros 
objetivos.59 Al momento de redactar esta Guía Legal, este proceso aún estaba en curso. 

Las secciones restantes de la Ley discuten estrategias para reducir la pérdida y el desperdicio de alimentos, incluidos 
parámetros adicionales relevantes para la donación de alimentos. Por ejemplo, proporcionan orientación adicional sobre la 
donación de alimentos que han perdido valor comercial, los beneficios fiscales disponibles para los donantes de alimentos 
y la distribución de donaciones de alimentos a los beneficiarios elegibles.60 La ley confiere prioridad como beneficiarios 
de la donación de alimentos a los menores, las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, las personas mayores, 
las poblaciones con discapacidades y las personas en situación de pobreza.61 También pide que se otorgue prioridad a las 
regiones que sufren crisis debido a las altas tasas de malnutrición y escasez de alimentos. 62

Como se comenta más adelante, la Ley 1990 implica una limitación de la responsabilidad de los donantes de alimentos 
al hacer recaer la responsabilidad de la recepción, el almacenamiento y la calidad de los alimentos en las "instituciones 
receptoras" (es decir, las organizaciones de recuperación de alimentos que finalmente distribuyen los alimentos donados a 
los necesitados). Sin embargo, la Ley no logra establecer protecciones de responsabilidad del "buen samaritano" similares 
a las ofrecidas en la Argentina63 y los Estados Unidos para los donantes de alimentos y las organizaciones de recuperación 
de alimentos.64

Otras leyes nacionales 
Las leyes 9/1979 y 1990/2019 establecen la normativa más concreta en materia de recuperación y donación de alimentos. 
Sin embargo, existen otras leyes sobre comercio de alimentos y seguridad y autenticidad de los productos alimenticios. 
Por ejemplo, las Resoluciones 2652/2004 y 5109/2005 establecen normas de etiquetado de fechas para los alimentos 
envasados,65 de acuerdo con las obligaciones comerciales de Colombia. La resolución 333/2011 proporciona información 
sobre las etiquetas nutricionales66 y se remite al Codex Alimentarius para orientación adicional. Por último, como se 
comenta más adelante, el Estatuto Tributario Nacional de Colombia también tiene implicaciones para la recuperación de 
alimentos, ya que la ley prevé deducciones fiscales para las donaciones.67

Leyes departamentales y municipales
El marco jurídico de la legislación alimentaria de Colombia se establece principalmente a nivel nacional, ya que los 32 
departamentos (o estados) de Colombia, el distrito federal de Bogotá y los municipios subdivididos tienen autoridad legal 
limitada. Los departamentos, por ejemplo, controlan sus propias finanzas y administración, pero, por lo demás, deben 
adoptar y aplicar las normas o reglamentos administrativos nacionales.68 No obstante, los departamentos y el distrito de 
Bogotá tienen autoridad para contribuir a los esfuerzos locales de reducción de la pérdida y el desperdicio de alimentos 
mediante iniciativas locales. En diciembre de 2019, por ejemplo, la Alcaldía Mayor de Bogotá emitió el Acuerdo No. 753/2019, 
que establecía el compromiso de elaborar lineamientos para prevenir la pérdida y el desperdicio de alimentos en el Distrito 
Capital, en consonancia con la Política nacional contra la Pérdida y el Desperdicio de Alimentos.69 Otros departamentos tal 
vez adopten medidas similares una vez finalizada e implementada la Política. 
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CUESTIONES LEGALES RELATIVAS A LA 
DONACIÓN DE ALIMENTOS
Seguridad alimentaria para donaciones
En muchos países, un obstáculo fundamental para la donación del excedente de alimentos es la falta de conocimiento o de 
orientaciones fácilmente disponibles en relación con los procedimientos de seguridad para la donación de alimentos. Los 
posibles donantes suelen tener dudas sobre cuáles son las normas de seguridad alimentaria que se aplican a los alimentos 
donados, en contraposición a los alimentos comprados, así como sobre cuáles medidas son necesarias para donar alimentos 
de manera segura en cumplimiento de las normas aplicables. Como resultado, el excedente de alimentos seguros que podría 
haberse redirigido a las poblaciones necesitadas se envía en cambio a los vertederos.

Las leyes de seguridad alimentaria en Colombia están incluidas en su mayor parte en la Ley 9/1979, cuyo Título V establece 
normas en materia de transporte, fabricación, venta, etiquetado y envasado de todos los alimentos.70 El artículo 304 de 
la Ley 9 establece una norma general de seguridad alimentaria, que explica que los alimentos alterados, adulterados y 
contaminados, así como los alimentos con otras "características anormales que puedan afectar la salud del consumidor", 
no se consideran "aptos para el consumo humano".71 Como se señaló anteriormente, el MSPS profundizó esta norma en la 
Resolución 2674/2013, que enumera las normas y requisitos sanitarios que se aplican al almacenamiento, la distribución, 
el transporte, la comercialización, la venta y la manipulación de alimentos.72 Ni la Ley 9 ni la Resolución 2674 contienen 
disposiciones específicas sobre alimentos donados ni hacen referencia explícita a la donación de alimentos. Sin embargo, 
su extenso ámbito de aplicación implica que las operaciones de donación de alimentos están sujetas a ambas autoridades.73

La Ley 1990 respalda además esta interpretación, ya que exige que todos los alimentos donados sean "aptos para el consumo 
humano",74 en consonancia con la norma de seguridad alimentaria establecida en la Ley 9 y la Resolución 2674. Esta norma 
se reitera a lo largo de la Ley 1990. El artículo 11 permite la donación de alimentos que hayan sido incautados o abandonados 
durante el proceso aduanero siempre que los alimentos sean aptos para el consumo y cumplan los controles fitosanitarios 
aplicables. El artículo 18 exige que la entidad que recibe donaciones de alimentos garantice que los alimentos sean aptos 
para el consumo humano.75

Sin embargo, la Ley 1990 no especifica qué disposiciones de la Ley 9 o de la Resolución 2674 se aplican a los alimentos 
donados, ni si los alimentos pueden seguir siendo donados si no se cumplen todos los requisitos. Esta falta de especificación 
puede crear cierta incertidumbre para los donantes o las organizaciones de recuperación de alimentos, especialmente 
si el requisito no involucra directamente la seguridad alimentaria. Por ejemplo, la Resolución 2674 establece que las 
operaciones deben evitar el deterioro o daño del envase o embalaje.76 Sin embargo, no indica si los alimentos en un envase 
dañado ya no se consideran seguros para el consumo humano y, por lo tanto, no pueden donarse. Sin más orientaciones del 
gobierno,77 es probable que los donantes de alimentos y las organizaciones de recuperación de alimentos supongan que 
todas las disposiciones se aplican a los alimentos donados.

Etiquetado de fechas 
Las etiquetas con las fechas en los productos alimenticios son un gran factor de desperdicio de alimentos y un obstáculo para 
la donación. Como se ha explicado en la sección anterior, la mayoría de los donantes de alimentos y las organizaciones de 
recuperación de alimentos son debidamente cautelosos a la hora de donar alimentos que cumplan las normas de seguridad, 
pero no siempre está claro qué normas se refieren a la seguridad alimentaria. Y, mientras que los productos frescos tales 
como frutas y verduras aparecerán visiblemente estropeados cuando ya no sean seguros para el consumo, puede ser más 
difícil de medir cuando se trata de alimentos envasados. Muchos donantes interpretan las etiquetas con las fechas en esos 
productos alimenticios como indicadores de seguridad y, por lo tanto, tirarán los alimentos una vez pasada la "fecha de 
caducidad" o "fecha de vencimiento"; los intermediarios también pueden negarse a aceptar alimentos donados después de 
esa fecha, porque pueden considerar que el producto alimenticio no es apto para el consumo humano. 
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A pesar de esta interpretación, para la mayor parte de los alimentos, las etiquetas con las fechas indican la frescura o la 
calidad más que la seguridad. Los fabricantes utilizan diversos métodos basados en la calidad para determinar el marco 
temporal de las fechas de las etiquetas, todos los cuales pretenden reflejar el momento en que el alimento estará en su 
"máxima calidad".78 Sin embargo, las tendencias globales indican que los consumidores en general confunden la fecha en la 
etiqueta como un indicador de seguridad en vez de calidad. En el Reino Unido, por ejemplo, los investigadores observaron 
que los consumidores desechaban alrededor del 22% de los alimentos que podrían haber consumido debido a la confusión 
sobre la fecha de la etiqueta.79 Del mismo modo, el 84% de los estadounidenses informan que tiran los alimentos después 
de pasada la fecha de vencimiento debido a preocupaciones sobre la seguridad, incluso cuando el riesgo de enfermedades 
transmitidas por los alimentos en ese momento sea mínimo.80

Sigue existiendo cierta incertidumbre en torno al significado y aplicación apropiados del etiquetado de fechas en Colombia. El 
etiquetado de fechas está estandarizado como parte de la participación de Colombia en el bloque comercial de la Comunidad 
Andina (CAN) compuesto por Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú.81 En virtud de la Decisión 562, los países miembros de la 
CAN acordaron desarrollar, adoptar y aplicar Reglamentos Técnicos para el envasado y etiquetado de productos con el fin 
de promover una mayor uniformidad y apoyar la libre circulación del comercio.82

De acuerdo con esta Decisión, el MSPS adoptó la Resolución 2652 en 2004 y la Resolución 5109 en 2005, que establecen 
los requisitos de etiquetado para los alimentos envasados y las materias primas destinadas al consumo humano.83 Entre 
estos requisitos se encuentran las etiquetas con las fechas que deben colocarse en todos los alimentos envasados con la 
excepción de las frutas y verduras frescas, los productos de panadería y pastelería, el vinagre, la sal y el azúcar, entre otros. 
84 Específicamente, las Resoluciones introducen dos etiquetas entre las que los fabricantes pueden elegir: una etiqueta con 
la “fecha de duración mínima” 85 y otra con la “fecha límite de utilización”.86

La opción de elegir entre estas dos etiquetas se asemeja al sistema de etiquetado de doble fecha que ha sido adoptado 
por la Unión Europea y respaldado por el Foro de Bienes de Consumo como modelo eficaz para reducir el desperdicio de 
alimentos.87 En la práctica, sin embargo, Colombia no ha implementado un modelo de etiquetado de doble fecha. Por el 
contrario, el esquema de Colombia no distingue claramente entre los alimentos que deben recibir una etiqueta basada en 
la seguridad y una basada en la calidad. Los requisitos de etiquetado no coinciden claramente con la actualización de 2018 
de la Norma General del Codex Alimentarius para el Etiquetado de los Alimentos Preenvasados, que designó el lenguaje 
"consumir preferentemente antes de" para transmitir la calidad y "fecha de caducidad" para transmitir la seguridad.88

En cambio, Colombia describe la "fecha de duración mínima" como la última fecha en la que los alimentos son totalmente 
comercializables, aunque los alimentos pueden ser todavía "satisfactorios" después de esa fecha. Asimismo, la etiqueta 
"fecha límite de utilización" es la última fecha en la que el producto tendrá los "atributos de calidad normalmente esperados 
por los consumidores" y la última fecha en la que el producto tiene valor comercial. La "fecha límite de utilización" no se 
define como la última fecha en la que el alimento etiquetado es seguro para el consumo o la fecha después de la cual el riesgo 
de daño puede ser más probable. 89

A efectos de la donación, el marco jurídico del etiquetado de fechas en Colombia no indica si los alimentos son seguros 
para donar después de la "fecha de duración mínima" o de la "fecha límite de utilización". Como se señaló anteriormente, 
la norma establece que los alimentos siguen siendo comercializables después de la “fecha de duración mínima,” pero ya 
no se consideran comercialmente viables después de la “fecha límite de utilización.” Muchos minoristas están obligados 
contractualmente a devolver los productos alimenticios a sus fabricantes una vez que los artículos no se pueden vender, e 
incluso cuando los artículos se acercan a su “fecha límite de utilización.” Por ejemplo, un acuerdo entre un minorista y un 
fabricante puede exigir que el minorista devuelva un determinado producto alimenticio al fabricante una semana antes de 
la fecha de la etiqueta si el producto no se vende. Estos acuerdos impiden que los minoristas ofrezcan alimentos para su 
donación a partir de un determinado momento.
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La Ley 1990 reconoce que los alimentos pierden su comerciabilidad a medida que se acerca la fecha fijada en la etiqueta 
y, por tanto, concede a los donantes de alimentos la opción de donarlos.90 En concreto, la Ley establece que los alimentos 
pueden ser donados a organizaciones sin ánimo de lucro cuya finalidad sea la distribución gratuita de alimentos a los 
necesitados, "preferiblemente cinco días antes" de la "fecha límite de utilización".91 Sin embargo, una vez pasada la “fecha de 
duración mínima” o la “fecha límite de utilización”, la Ley 1990 prohíbe ampliamente la donación de alimentos procesados 
o preparados.92 La ley 1990 no parece distinguir entre la "fecha de duración mínima" o la "fecha límite de utilización", ni 
reconoce el hecho de que ninguna de las dos etiquetas se refiere claramente a la seguridad de los productos. 

La Ley 1990 establece una excepción limitada a la prohibición de las donaciones con fechas vencidas: los alimentos con una 
"fecha límite de utilización" incorrecta o con una "fecha límite de utilización" ya pasada pueden seguir siendo donados si el 
fabricante responsable de la etiqueta del producto presenta una carta que certifique la seguridad del producto y confirme 
que no perjudicará la salud de los beneficiarios.93 Si los donantes de alimentos no pueden confirmar que los alimentos 
no comercializables siguen siendo seguros para el consumo humano, la Ley 1990 permite que los donantes entreguen 
gratuitamente los alimentos para otros fines, como la alimentación animal.94

Protección frente a la responsabilidad civil para donaciones 
de alimentos
Un importante obstáculo para la donación de alimentos es el temor de los donantes de que se les atribuya responsabilidad si 
alguien se enferma después de consumir alimentos donados. Este temor se intensifica especialmente cuando la ley aplicable 
establece una "responsabilidad objetiva" (es decir, un donante u organización de recuperación de alimentos que no actuó de 
mala fe o no tuvo la intención de infligir daños aún puede ser considerado legal y financieramente responsable de cualquier 
lesión resultante). Otros países, incluidos la Argentina y los Estados Unidos, han establecido protecciones tanto para los 
donantes de alimentos como para las organizaciones de recuperación de alimentos para limitar la probabilidad de que estos 
actores sean considerados responsables de daños.95

Colombia no ofrece protecciones sólidas en materia de responsabilidad civil, pero sí pero limita la posible responsabilidad 
de los donantes de alimentos. En concreto, el artículo 18 de la Ley 1990 prevé una "limitación de responsabilidad", que 
establece un deber extracontractual sobre los alimentos donados en función de su cadena de custodia.96 El artículo 18 explica 
que las instituciones receptoras son responsables de la recepción, el almacenamiento y la calidad de los alimentos donados 
que se entregarán a los beneficiarios.97 Este enfoque refleja la norma general de cuidado establecida en el Código Civil de 
Colombia, que establece que "cada uno es responsable (está obligado) por las cosas que tiene bajo su cuidado (custodia)".98 
Esta norma implica "responsabilidad objetiva", ya que la intención del custodio y si actuó de buena fe es irrelevante.

Sin embargo, no se sabe hasta qué punto esta disposición protege realmente a los donantes de alimentos frente a la 
responsabilidad civil. No excluye explícitamente la posibilidad de que los donantes de alimentos puedan ser considerados 
responsables del daño causado a un beneficiario. La disposición trata la responsabilidad de la organización de recuperación 
de alimentos después del momento de la donación, pero no aborda las acciones anteriores a la donación que pueden dar 
lugar a responsabilidad, como la contaminación o adulteración de los alimentos durante las fases de fabricación, envasado 
o transporte. Una versión anterior de la ley aclaraba esta cuestión, confirmando que los donantes no son responsables 
de la calidad o idoneidad del producto una vez donado, a menos que haya habido un error químico en el proceso de 
fabricación.99 Sin embargo, la ley final no hace referencia a los donantes de alimentos ni aborda el alcance de la protección 
de responsabilidad otorgada a estos actores.
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La ley tampoco ofrece protección de responsabilidad para las organizaciones de recuperación de alimentos; por el contrario, 
estas organizaciones son responsables por los alimentos donados que estén en su poder, lo que abre la puerta para que estas 
organizaciones sean declaradas responsables en caso de que un beneficiario resulte perjudicado. A diferencia de las leyes 
de la Argentina y los Estados Unidos, que limitan la responsabilidad de las organizaciones de recuperación de alimentos 
que actúan de buena fe y se adhieren a las leyes de seguridad alimentaria aplicables y a otras condiciones,100 la Ley 1990 no 
se pronuncia sobre la cuestión de la intención. Por lo tanto, las organizaciones de recuperación de alimentos pueden ser 
declaradas estrictamente responsables de los daños (responsabilidad objetiva), independientemente de que hayan actuado 
con negligencia o no sean culpables. 

Impuestos
La reducción de la pérdida y el desperdicio de alimentos supone importantes beneficios económicos para la sociedad, ya que 
minimiza los costos de producir y desechar alimentos que nunca se consumen. La donación de alimentos también ayuda a 
mitigar los costos del hambre y estimula la economía: los bancos de alimentos y los intermediarios proporcionan puestos de 
trabajo o patrocinan el desarrollo de la comunidad, mientras que los receptores de los alimentos donados pueden gastar sus 
limitados recursos financieros en otros bienes y servicios básicos. Pero la donación de alimentos también puede ser costosa, 
ya que los donantes de alimentos deben asignar tiempo y dinero para recoger, empaquetar, almacenar y transportar el 
excedente de alimentos que de otra manera serían desechados sin costo alguno. Como resultado, a menudo es más fácil 
y menos costoso para los agricultores, las empresas y los particulares tirar los alimentos en lugar de donarlos. Algunos 
países están abordando esta cuestión ofreciendo incentivos fiscales y eliminando las barreras financieras a la donación de 
alimentos.

Incentivos fiscales 

Los incentivos fiscales pueden representar un apoyo significativo para los esfuerzos de donación de alimentos y para la 
reducción de la pérdida y el desperdicio de alimentos. Por ejemplo, las empresas donantes pueden estar más dispuestas 
a donar el excedente de alimentos si reciben una deducción benéfica para compensar los gastos de transporte y logística. 
Actualmente Colombia ofrece tales beneficios fiscales para la donación de alimentos. Estos incentivos fiscales podrían 
ayudar a compensar los costos de las donaciones y reducir la carga del impuesto sobre la renta, que para las empresas se 
encuentra entre los más altos recaudados en América Latina.101

Como regla general, según el artículo 11 del Estatuto Tributario, todos los bienes donados, incluidos los alimentos, están 
sujetos al impuesto sobre la renta.102 Sin embargo, como parte de su reforma tributaria de 2016, Colombia modificó el artículo 
257 para ofrecer un crédito fiscal equivalente al 25% del valor de las donaciones efectuadas en el año o periodo gravable 
para los donantes que hagan una donación a entidades sin ánimo de lucro registradas en un régimen especial de impuesto 
sobre la renta.103 Este régimen incluye a las entidades sin ánimo de lucro que realizan determinadas actividades de bien 
público, como la promoción de la salud, la protección del medio ambiente, los derechos humanos, el desarrollo social y la 
reducción de la pobreza.104 Recibir este beneficio depende de si la institución receptora ha calificado y está registrada en el 
régimen fiscal especial.105

Antes de la reforma, Colombia había aprobado una deducción fiscal del 125% del valor de las donaciones de alimentos 
realizadas durante el año o periodo gravable a las instituciones que cumplían los requisitos.106 Dichas instituciones incluían 
fundaciones y organizaciones dedicadas a la defensa, protección y promoción de los derechos humanos y, por lo tanto, esta 
deducción era aplicable a las donaciones de alimentos realizadas a la red nacional de bancos de alimentos.107 Una resolución 
de 2018 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) sugirió que este beneficio ya no estaba disponible para 
las donaciones de alimentos y que estas instituciones habilitadas solo pueden ofrecer el crédito fiscal del 25% establecido en 
la reforma del Estatuto Tributario de 2016.108
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La Ley 1990 reitera que las donaciones de alimentos realizadas a entidades sin ánimo de lucro pueden acogerse a los 
beneficios establecidos en el Estatuto Tributario, pero no señala los beneficios específicos que reciben los donantes.109 
También manifiesta que un objetivo de la Política contra la Pérdida y el Desperdicio de Alimentos es crear un régimen 
fiscal que incentive a los agentes agrícolas e industriales y a los consumidores a no destruir alimentos.110 La Ley además 
insta a desarrollar un marco fiscal que esté gestionado por las entidades correspondientes para "estimular a las empresas 
agrícolas e industriales, a los comercializadores y al sector de los consumidores a no destruir alimentos".111 Los detalles de 
este marco (es decir, si presentará incentivos nuevos y mejorados o simplemente una mayor promoción de los beneficios 
existentes) no estaban aún definidos al momento de redactar este informe. 

Barreras impositivas

Si bien ciertos regímenes impositivos pueden fomentar las donaciones de alimentos, también pueden ser posibles elementos 
disuasorios. En muchos países, la Ley del Impuesto al Valor Agregado (IVA) representa un obstáculo financiero para la 
donación de alimentos. El IVA es un impuesto que se aplica a un bien (o servicio) en cada etapa de la cadena de suministro, 
desde la producción hasta el punto de venta, siempre que se añada valor. En algunos países, los donantes de alimentos 
pueden ser responsables de reembolsar un crédito de IVA sobre los alimentos donados. En Argentina, por ejemplo, el 
régimen de IVA incluye un débito fiscal, que es el impuesto en el que incurre una empresa registrada en el IVA al adquirir 
un bien, y un crédito fiscal, que es el importe que la empresa añade al precio de venta y que paga el consumidor al momento 
de la compra.112 Los contribuyentes están obligados a devolver el crédito del IVA por los alimentos donados, pero no por los 
desechados, por lo que las empresas están menos dispuestas a donar que a desechar el excedente de alimentos seguros.113

El esquema de IVA de Colombia se asemeja al de Argentina, que consiste en débitos y créditos de IVA; sin embargo, el IVA 
colombiano no impone un obstáculo tan claro a la donación de alimentos, ya que muchos artículos alimenticios están 
exentos del impuesto. La tasa estándar de IVA en Colombia es del 19%, superior a la tasa promedio de IVA de los países de 
América Latina y el Caribe.114 El gobierno ha reducido esta tasa o ha eximido a muchos alimentos: los granos, harinas y otros 
cereales están sujetos a una tasa de IVA del 5%,115 mientras que los huevos, las frutas y verduras frescas y otros artículos que 
componen la "canasta familiar" están totalmente exentos.116

Las donaciones de alimentos realizadas a los bancos de alimentos legalmente reconocidos como entidades sin ánimo de 
lucro también están exentas del IVA.117 Para poder acogerse a esta exención, deben darse las siguientes condiciones: que 
el gobierno reconozca formal y legalmente al intermediario como banco de alimentos; que el banco de alimentos disponga 
de la logística suficiente para recibir, almacenar y distribuir los alimentos donados; que el donante presente una factura 
en la que se especifique el destinatario y el contenido de la donación; y que un representante legal del banco de alimentos 
certifique la validez de la factura del donante.118 Si el Ministerio de Salud y Protección Social determina que los alimentos 
donados no son aptos para el consumo humano, el donante no podrá solicitar la exención.119 En efecto, estas exenciones 
garantizan en buena medida que el IVA no sea un obstáculo para la donación.120

Requisitos de donación o sanciones por desperdicio de 
alimentos 
Algunos países han establecido requisitos de donación de alimentos o imponen sanciones monetarias por los alimentos que 
se envían a los vertederos (que generalmente se conocen como prohibiciones de residuos orgánicos o impuestos sobre los 
residuos) para influir en el comportamiento de las empresas y promover sistemas alimentarios sostenibles. La Ley 1990 de 
Colombia insta a los donantes de alimentos a considerar la donación del excedente de alimentos para reducir la pérdida y 
el desperdicio de alimentos, pero no exige la donación, ni prohíbe el desperdicio de alimentos, ni tampoco impone ninguna 
sanción por desechar alimentos. El artículo 17 explica que la DIAN podrá imponer sanciones por el incumplimiento de 
las medidas contra la pérdida y el desperdicio de alimentos estipuladas en la Ley.121 Sin embargo, la propia Ley se limita 
simplemente a promover la recuperación y donación de alimentos.



Subvenciones e incentivos del gobierno 
Las subvenciones y los programas de incentivos financiados a nivel federal o local ofrecen otro importante 
recurso para las iniciativas de donación de alimentos. Esto sucede particularmente en los países donde los 
donantes consideran que los incentivos fiscales no alcanzan para compensar los costos de la donación, o la falta 
de infraestructura limita los esfuerzos de recuperación de alimentos. Por ejemplo, las subvenciones del gobierno 
pueden ayudar a los donantes de alimentos y a las organizaciones de recuperación de alimentos a adquirir 
el equipamiento y los recursos necesarios para recuperar, almacenar, procesar y transportar los alimentos 
para su donación. La financiación del gobierno también puede apoyar nuevas innovaciones y tecnologías 
emergentes que harán que la donación de alimentos sea más eficiente y sostenible. La Ley 1990 sugiere que la 
Política contra la Pérdida y el Desperdicio de Alimentos incluya un componente de financiación para apoyar la 
donación y recuperación de alimentos.122 Al momento de redactar esta Guía Legal, dicha financiación aún no 
estaba disponible. 

Otras disposiciones 
Además de las leyes pertinentes tratadas en las secciones anteriores, existen otras leyes y políticas federales, 
municipales o provinciales que pueden tener impacto sobre los esfuerzos de donación de alimentos en 
Colombia. Por ejemplo, en 2019, el MSPS emitió el Decreto 218 para regular las donaciones internacionales de 
alimentos y otros productos para uso humano.123 El Decreto reconoce la facultad de supervisión del INVIMA 
para garantizar que todos los productos alimenticios recibidos a través de donaciones internacionales estén 
en buen estado, sean alimentos no perecederos y no estén vencidos.124 Esta normativa puede aplicarse a 
las operaciones de donación de alimentos que manipulan y distribuyen los alimentos recibidos a través de 
donaciones internacionales. 

CONCLUSIÓN
Esta Guía Legal tiene por objetivo identificar las leyes, políticas y programas actuales de Colombia que se 
relacionan con el desperdicio de alimentos o la donación de alimentos. Si bien el gobierno es el principal 
responsable de garantizar la seguridad alimentaria y los sistemas alimentarios sostenibles, las organizaciones 
de recuperación de alimentos que actúan a título privado pueden proporcionar una red de seguridad social 
adicional. El gobierno colombiano implementó recientemente cambios legislativos y normativos para promover 
una mayor donación de alimentos y reducir la pérdida y el desperdicio de alimentos. Entre los avances más 
recientes en este ámbito se encuentra la adopción de la Ley 1990 en 2019, que creó la Política contra la Pérdida y 
el Desperdicio de Alimentos y formalizó otras medidas para promover la recuperación y donación de alimentos. 
Esta ley proporciona un marco en el que el gobierno puede seguir reforzando las leyes relacionadas con la 
seguridad alimentaria, el etiquetado de fechas, la protección frente a la responsabilidad civil y los incentivos 
fiscales en el contexto de la donación de alimentos. 

La presente Guía Legal constituye un punto de partida para que los encargados de la formulación de políticas, 
los agentes del sector privado y la sociedad civil puedan comprender mejor las leyes y políticas actuales 
relativas a la donación de alimentos. También abre la puerta al diálogo sobre la prevención de la pérdida y el 
desperdicio de alimentos y el valor de la recuperación de alimentos para la seguridad alimentaria, la estabilidad 
económica y la sostenibilidad medioambiental de Colombia. En un documento separado, elaborado en el marco 
del proyecto Atlas de Políticas Globales de Donación de Alimentos, se establecen recomendaciones de políticas 
específicas para Colombia a fin de contribuir a este debate. Mientras tanto, los donantes de alimentos y las 
organizaciones de recuperación de alimentos deben tener en cuenta las leyes, políticas y cuestiones jurídicas 
analizadas en la presente Guía Legal al donar alimentos o facilitar la distribución de los alimentos donados a 
los necesitados. Para comprender mejor la regulación de la donación de alimentos en Colombia, los donantes, 
los intermediarios y los encargados de formular políticas deben investigar las leyes identificadas en esta Guía 
Legal y buscar asesoramiento jurídico adicional, si fuera necesario. 
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